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VII-P-SS-226 
 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA.- LA DETERMINACIÓN DE LOS INGRESOS 
ACUMULABLES Y DEDUCCIONES AUTORIZADAS CONSIDERANDO LOS PRECIOS 
Y MONTOS DE LAS CONTRAPRESTACIONES QUE SE HUBIERAN UTILIZADO CON 
PARTES INDEPENDIENTES EN OPERACIONES COMPARABLES, DEBE 
ENTENDERSE COMO UNA FACULTAD DISCRECIONAL DE LAS AUTORIDADES 
FISCALES (NORMATIVIDAD VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013).- El 
artículo 215, segundo párrafo de la Ley del Impuesto sobre la Renta, establece que 
cuando las personas morales que celebren operaciones con partes relacionadas 
residentes en el extranjero, no cumplan con su obligación de determinar sus ingresos 
acumulables y deducciones autorizadas, considerando los precios y montos de las 
contraprestaciones que hubiera utilizado con o entre partes independientes en 
operaciones comparables prevista en el primer párrafo del mismo precepto legal, las 
autoridades fiscales podrán hacer dicha determinación. Ahora bien, de la interpretación 
armónica del artículo referido en relación con los numerales 86, fracciones XII y XV y 216 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como con el artículo 34-A del Código Fiscal de 
la Federación, el ejercicio de la facultad referida, se encuentra condicionada a que el 
contribuyente presente la información, datos y documentación necesarios para la emisión 
de la resolución correspondiente. Por tanto, derivado de la interpretación armónica de los 
preceptos legales referidos, se concluye que la disposición contenida en el segundo 
párrafo del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se trata de una facultad 
discrecional de la autoridad, ya que su ejercicio se encuentra supeditado a que el 
contribuyente proporcione a la autoridad fiscal la información, datos y documentación 
necesaria, máxime que en términos del artículo 86, fracción XII de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, los contribuyentes tienen la obligación de obtener y conservar la 
documentación comprobatoria de las operaciones que celebren los contribuyentes con 
sus partes relacionadas residentes en el extranjero. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 27570/10-17-09-1/187/13-PL-04-04.- Resuelto 
por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
en sesión de 28 de mayo de 2014, por unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: Lic. Yazmín Alejandra González Arellanes. 
(Tesis aprobada en sesión de 17 de septiembre de 2014) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. p. 108 
 
 
 
 
 
 
 



VII-P-2aS-354 
 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. PARA LA DETERMINACIÓN DE LOS INGRESOS Y 
DEDUCCIONES DERIVADOS DE OPERACIONES CELEBRADAS ENTRE PARTES 
RELACIONADAS, EL CONTRIBUYENTE DEBE HACERLO CONFORME A AQUELLAS 
QUE, AUN CUANDO NO CORRESPONDAN CON LAS FORMALMENTE REALIZADAS 
POR ÉL, SERÍA LAS QUE ATENDIENDO A RAZONES ECONÓMICAS CELEBRARÍAN 
PARTES INDEPENDIENTES. (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2003).- Conforme lo previsto 
en el primer párrafo del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, las personas 
morales residentes en México que celebren operaciones con partes relacionadas 
residentes en el extranjero están obligadas a determinar sus ingresos acumulables y 
deducciones autorizadas, considerando para esas operaciones los precios y montos de 
contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en 
operaciones comparables. En este sentido, en el supuesto de que partes relacionadas 
celebren entre ellas un acto jurídicamente válido en que se pacten precios y montos de 
contraprestaciones, que por razones económicas y de negocio sería muy difícil o casi 
imposible que partes no vinculadas acordaran en esos mismos términos, ya que 
injustificadamente les generaría la imposibilidad de obtener un lucro económicamente 
buscado o el sufrimiento de un menoscabo patrimonial significativo; entonces, para los 
efectos fiscales del artículo de mérito, las características particulares del acto jurídico 
concreto celebrado entre partes relacionadas deben ignorarse por el contribuyente y 
efectuar la determinación ordenada por el numeral en comento, conforme a la operación 
económica que hubiera ocurrido entre partes independientes, mediante la aplicación de 
cualquiera de los métodos previstos en el diverso artículo 216 del mismo ordenamiento. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14253/08-17-05-3/1259/11-S2-08-04.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 16 de abril de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretario: Lic. Juan Manuel Ángel 
Sánchez. (Tesis aprobada en sesión de 16 de abril de 2013) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 25. Agosto 2013. p. 733 
 
 
 
 
 
VII-P-2aS-353 
 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA AUTORIDAD FISCALIZADORA PUEDE IGNORAR 
LA CARACTERIZACIÓN DE LA OPERACIÓN FORMALMENTE REALIZADA ENTRE 
PARTES RELACIONADAS Y RECARACTERIZARLA DE ACUERDO CON SU 
SUSTANCIA ECONÓMICA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2003).- De conformidad con lo 
previsto en el Capítulo I de las Guías sobre Precios de Transferencia para las Empresas 
Multinacionales y las Administraciones Fiscales, aprobadas por el Consejo de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico en 1995, por regla general 
cuando una administración tributaria efectúa la comprobación de una operación entre 
partes relacionadas, debe hacerlo tomando en consideración las operaciones realmente 
efectuadas por las empresas asociadas, de acuerdo con la forma en que aquellas la han 
estructurado y utilizando los métodos aplicados por los contribuyentes. Ahora bien, la 
citada regla general prevé dos excepciones en las cuales las autoridades fiscales pueden 



hacer caso omiso de la estructura seguida por los contribuyentes en la realización de la 
operación vinculada y llevar a cabo su recaracterización para efectos fiscales. La primera 
de ellas ocurre cuando la esencia económica de la operación difiere de su forma. La 
segunda excepción ocurre cuando, coincidiendo la forma y el fondo de la operación, los 
acuerdos relativos a la misma, valorados globalmente, difieren de los que hubieran sido 
adoptados por empresas independientes que actúan de modo racional desde un punto de 
vista comercial y su estructuración real impide que la Administración tributaria determine 
el precio de transferencia apropiado. Así entonces, en aquellos casos en que al ejercer 
sus facultades de comprobación la autoridad fiscalizadora advierta la existencia de 
operaciones celebradas entre personas morales residentes en México y empresas 
relacionadas residentes en el extranjero que encuadren en alguna de las citadas 
excepciones, al momento de ejercer la facultad conferida por el segundo párrafo del 
artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, puede determinar los ingresos 
acumulables y deducciones autorizadas de los contribuyentes involucrados considerando 
los precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado partes independientes 
en operaciones comparables, desconociendo la operación contractual a que se ciñeron 
las partes y determinar la esencia económica de la operación subyacente realmente 
efectuada. Ello en virtud de que el último párrafo del precepto de mérito prevé que las 
disposiciones legales relativas a la regulación de las referidas operaciones entre partes 
relacionadas deben interpretarse de conformidad con las Guías de mérito. De ahí que, en 
los citados supuestos, resulte apegado a derecho que una autoridad fiscalizadora lleve a 
cabo la recaracterización de una operación celebrada entre partes relacionadas. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 14253/08-17-05-3/1259/11-S2-08-04.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 16 de abril de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretario: Lic. Juan Manuel Ángel 
Sánchez. (Tesis aprobada en sesión de 16 de abril de 2013) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 25. Agosto 2013. p. 732 
 
 
 
 
 
 
VII-TASA-I-1 
 
COMPETENCIA. ES INSUFICIENTE LA SOLA CITA DE LA FRACCIÓN I, APARTADO 
H, DEL ARTÍCULO 21 DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, PARA ACREDITAR LA COMPETENCIA DE LA 
ADMINISTRACIÓN CENTRAL DE FISCALIZACIÓN DE PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA PARA EJERCER EL PROCEDIMIENTO INSTAURADO PARA LA 
COMPROBACIÓN DE LAS OBLIGACIONES FISCALES A CUALQUIER PERSONA 
FÍSICA O MORAL EN MATERIA DE VERIFICACIÓN DE LA DETERMINACIÓN DE 
DEDUCCIONES AUTORIZADAS E INGRESOS ACUMULABLES EN OPERACIONES 
CELEBRADAS CON PARTES RELACIONADAS.- El artículo 21, apartado H, fracción I, 
del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 22 de octubre de 2007, señala que es competencia material de 
la Administración Central de Fiscalización de Precios de Transferencia, ejercer diversas 
facultades señaladas en el artículo 20, apartado A de las que se desprenden que la citada 



autoridad tiene la facultad de ordenar y practicar visitas domiciliarias, comunicar a los 
contribuyentes la sustitución de la autoridad que continúe con el procedimiento instaurado 
para la comprobación de las obligaciones fiscales, requerir a los contribuyentes, 
responsables solidarios o terceros con ellos relacionados o a contadores públicos, para 
que exhiban y, en su caso, proporcionen la contabilidad, declaraciones, avisos, datos, 
otros documentos e informes y en general para comprobar las obligaciones fiscales a las 
personas físicas o morales en materia de verificación de la determinación de deducciones 
autorizadas e ingresos acumulables, no obstante, del citado artículo 21, apartado H, 
fracción I, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, no se 
desprende que se puedan ejercer las citadas facultades respecto de cualquier persona 
física o moral en materia de verificación de la determinación de deducciones autorizadas 
e ingresos acumulables "en operaciones celebradas con partes relacionadas", pues tal 
dispositivo en su apartado H, fracción I, sólo remite el apartado A y es el apartado B del 
propio artículo 20 del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, el que 
se refiere a los sujetos que realicen operaciones celebradas con partes relacionadas, 
facultad que está destinada sólo a la Administración General de Grandes Contribuyentes. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23285/08-17-01-6/33/12-PSA-7.- Resuelto por la 
Primera Sala Auxiliar del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 27 de abril 
de 2012, por unanimidad de votos.- Magistrada Instructora: Rosa María del Pilar Fajardo 
Ambia.- Secretaria: Lic. Guadalupe Castillo Pérez. 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 20. Marzo 2013. p. 213  
 
 
 
 
 
 
VII-P-2aS-208 
 
RENTA. PARTES RELACIONADAS. SU CONCEPTO CONFORME A DICHA LEY.- El 
penúltimo párrafo del artículo 64-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente en 2000 
y 2001, establece que se considera que dos o más personas son partes relacionadas 
cuando una participa de manera directa o indirecta en la administración, control o capital 
de la otra, o cuando una persona o grupo de personas participe directa o indirectamente 
en la administración, control o capital de dichas personas. Por lo que, si en una operación 
se acredita la participación conjunta de empresas, con esas características, inclusive con 
la participación de una o mas empresas residentes en el extranjero y con una residente en 
el país, se debe considerar que se está en presencia de partes relacionadas. 
 
Cumplimiento de Ejecutoria Núm. 28933/09-17-06-1/1572/10-S2-08-02.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 14 de junio de 2012, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Víctor Martín Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. María Elda Hernández 
Bautista. 
 
(Tesis aprobada en sesión de 5 de julio de 2012) 
 
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 14. Septiembre 2012. p. 130 
 



 
 
V-TASR-XXXI-2918 
 
PARTES RELACIONADAS. CONFORME A LO PREVISTO EN LA FRACCIÓN XXVI 
DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A 
PARTIR DEL PRIMERO DE ENERO DE DOS MIL CINCO, LAS PERSONAS QUE SE 
CONSIDERAN PARTES RELACIONADAS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 215 DE LA 
PROPIA LEY, SON EXCLUSIVAMENTE LAS RESIDENTES EN EL EXTRANJERO.- La 
ratio legis de dichos ordenamientos se orienta en el sentido de limitar la deducción de 
intereses a las personas que tengan partes relacionadas cuya residencia se encuentre 
exclusivamente en el extranjero, ya que, aun cuando el texto analizado desde el punto de 
vista de su semántica no hace una limitación expresa a tal tipo de contribuyentes; tal 
conclusión se sustenta del análisis sistemático y teleológico tanto de las normas, como de 
la exposición de motivos y sesión donde se dictaminó el contenido de la fracción XXVI, del 
artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, toda vez que la comisión dictaminadora 
expresamente determinó que las reglas de subcapitalización deben aplicar únicamente 
entre partes relacionadas residentes en el extranjero y cuando empresas que son partes 
relacionadas de otra, contraten créditos con partes independientes.  
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 416/06-03-01-6.- Resuelto por la Sala Regional 
del Noroeste III del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 2 de octubre de 
2006, por unanimidad de votos.- Magistrado Instructor: José Luis Ochoa Torres.- 
Secretario: Lic. Jorge Antonio Camarena Ávalos. 
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. No. 80. Agosto 2007. p. 204 
 
 
 
 
 
V-TASR-IV-2738 
 
DEDUCCIÓN DE INTERESES PROVENIENTES DE PRÉSTAMOS OTORGADOS POR 
PARTES RELACIONADAS RESIDENTES EN TERRITORIO NACIONAL Y EN EL 
EXTRANJERO.- La cita que hace el artículo 32 fracción XXVI de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta del artículo 215 del propio ordenamiento, no restringe las deducciones de 
los intereses sólo a las partes relacionadas residentes en el extranjero. Ciertamente el 
artículo citado en primer término, señala que los intereses de las deudas en exceso 
provenientes de capitales tomados en préstamos, de partes relacionadas, en los términos 
del artículo 215 del propio ordenamiento, no serán deducibles siempre que el monto sea 
superior al triple del monto del capital contable, según el estado de posición financiera del 
contribuyente, sin considerar la utilidad o pérdida neta de dicho ejercicio. La expresión "en 
los términos del artículo 215" no restringe la deducción a los intereses provenientes de 
préstamos otorgados por partes relacionadas residentes en el extranjero, sino que la 
referencia es sólo para determinar cuándo debemos considerar que son partes 
relacionadas. Por tanto debemos concluir que el artículo 32, fracción XXVI de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, regula la no deducción de los intereses provenientes de 
préstamos otorgados por partes relacionadas residentes tanto en territorio nacional como 
en el extranjero. En ese orden de ideas, atento al artículo 215 en relación con el artículo 
32 fracción XXVI ambos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no pueden deducirse los 



intereses que se deriven de las deudas que tenga el contribuyente en exceso en relación 
con su capital, cuando éstas provengan de capitales tomados en préstamo que hayan 
sido otorgados por una o más personas que se consideren partes relacionadas, no 
obstante, que el préstamo sea otorgado por partes independientes residentes en México, 
si éstas, participan directa o indirectamente en la administración, control o capital de 
partes relacionadas.  
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4566/06-17-04-7.- Resuelto por la Cuarta Sala 
Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 1 de 
febrero de 2007, por unanimidad de votos.- Magistrada Instructora: Martha Gladys 
Calderón Martínez.- Secretaria: Lic. Silvia de la Fuente Juárez.  
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. No. 77. Mayo 2007. p. 585 
 
 
 
 
 
 
V-TASR-XVIII-2579 
 
PARTES RELACIONADAS.- LA REMISIÓN QUE LA FRACCIÓN XXVI, DEL ARTÍCULO 
32 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA HACE AL DIVERSO 215 DE LA 
MISMA LEY, ES SÓLO PARA INDICAR CUÁNDO SE TRATA DE ÉSTAS.- La remisión 
que la fracción XXVI del artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 
2005, hace al diverso artículo 215 de la misma ley, es solamente para indicar cuando se 
considera que dos o más personas son partes relacionadas, pero de ninguna manera 
para indicar que la disposición sólo sea aplicable cuando los préstamos hayan sido 
otorgados por partes relacionadas residentes en el extranjero. Lo anterior, en tanto la 
fracción XXVI, del artículo 32, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, remite de manera 
reiterada al diverso 215, de la misma ley, pues en éste se establece con precisión lo que 
debe entenderse por partes relacionadas; al señalar: "Se considera que dos o más 
personas son partes relacionadas, cuando una participa de manera directa o indirecta en 
la administración, control o capital de la otra, o cuando una persona o grupo de personas 
participe directa o indirectamente en la administración, control o capital de dichas 
personas.". En consecuencia, la remisión de un precepto al otro, no implica se encuentre 
referida necesariamente a personas relacionadas residentes en el extranjero, pues la 
definición de "partes relacionadas" en el segundo precepto aludido, no hace tal distingo. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5196/06-17-07-9.- Resuelto por la Séptima Sala 
Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 18 de 
enero de 2007, por unanimidad de votos.- Magistrada Instructora: María Teresa Olmos 
Jasso.- Secretaria: Lic. Elizabeth Camacho Márquez. 
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. No. 75. Marzo 2007. p. 418 
 
 
 
 
 
 



V-TASR-XXXVI-2500 
 
PARTES RELACIONADAS. CONFORME A LO PREVISTO EN LA FRACCIÓN XXVI 
DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A 
PARTIR DEL PRIMERO DE ENERO DE 2005, LAS PERSONAS QUE SE CONSIDERAN 
PARTES RELACIONADAS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 215 DE LA PROPIA LEY, 
NO SON AQUÉLLAS QUE RESIDEN EN EL EXTRANJERO, EXCLUSIVAMENTE.- Del 
análisis realizado al texto de la fracción XXVI del artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, vigente a partir del primero de enero de 2005, se desprende que se prevén 
como no deducibles los intereses que deriven de deudas que tenga el contribuyente en 
exceso en relación con su capital, cuando éstos provengan de capitales tomados en 
préstamo que hayan sido otorgados por una o más personas que se consideren partes 
relacionadas en los términos del artículo 215 de esta Ley. Ahora bien, al remitirnos al 
texto del precitado numeral 215, nos encontramos que en el mismo se contiene la 
definición del término "partes relacionadas", entendiéndose por ello que dos o más 
personas son partes relacionadas, cuando una participa de manera directa o indirecta en 
la administración, control o capital de la otra, o cuando una persona o grupo de personas 
participe directa o indirectamente en la administración, control o capital de dichas 
personas. Sin embargo, en la referida definición no se prevé que por partes relacionadas 
únicamente deban de entenderse de manera exclusiva aquéllas que residen en el 
extranjero, porque no obstante que el multicitado precepto 215 se encuentra en el capítulo 
II de la Ley del Impuesto sobre la Renta denominado "De las Empresas Multinacionales", 
el legislador no plasmó en el texto de la Ley que por partes relacionadas se refiera 
únicamente a personas residentes en el extranjero, máxime cuando en la propia definición 
de este concepto no se da ese alcance al término "partes relacionadas". De donde se 
sigue que si el legislador únicamente estableció que son partes relacionadas "dos o más 
personas" cuando una participa de manera directa o indirecta en la administración, control 
o capital de la otra, o cuando una persona o grupo de personas participe directa o 
indirectamente en la administración, control o capital de dichas personas, sin que al caso 
se prevea que tales personas necesariamente deban ser residentes en el extranjero, 
exclusivamente, entonces resulta factible que la relación existente entre "partes 
relacionadas" puede darse entre residentes en el país, entre residentes en el extranjero e 
incluso, entre ambas clases de residentes. 
 
Juicio de Nulidad No. 105/06-20-01-7.- Resuelto por la Sala Regional del Caribe del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 3 de octubre de 2006, por mayoría 
de votos.- Magistrado Instructor: Manuel Carapia Ortiz.- Secretario: Lic. José de Jesús 
Rodríguez Ortegón. 
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VII. Tomo IV. No. 73. Enero 2007. p. 2091  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



V-P-2aS-492 
 
DEDUCCIONES POR PAGOS REALIZADOS A PARTES RELACIONADAS 
RESIDENTES EN EL EXTRANJERO. PARA QUE PROCEDA ES NECESARIO QUE EL 
CONTRIBUYENTE PROPORCIONE LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN QUE 
DEMUESTRE QUE EL MONTO SE DETERMINÓ DE ACUERDO A PRECIOS DE 
MERCADO.- La interpretación armónica y congruente de los artículos 24, fracciones V y 
XXII, 58, fracción XIV y 64-A, primer párrafo de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
vigente en 1997 y 1998, permite concluir que los contribuyentes que celebren operaciones 
con partes relacionadas residentes en el extranjero, están obligados a obtener, conservar 
y proporcionar, cuando así les sea requerida por la autoridad al ejercer sus facultades de 
comprobación, la información y documentación comprobatoria con la que demuestren 
que, a más tardar el día en que se debió presentar la declaración del ejercicio, la 
deducción de los pagos realizados con motivo de esas operaciones, fue determinada de 
acuerdo a precios o montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre 
partes independientes en operaciones comparables, es decir, a precios de mercado, ya 
que de lo contrario, la deducción de mérito se tornará improcedente, porque al no contar 
con dicha información y documentación no existirá certeza sobre la existencia de las 
operaciones relativas y, por ende, sobre los precios o montos que se consideraron para 
determinar la deducción. Considerar lo contrario, sería como afirmar que es suficiente la 
sola manifestación de un contribuyente para demostrar que celebró operaciones con 
partes relacionadas residentes en el extranjero y que para determinar sus deducciones 
autorizadas, consideró precios de mercado, lo cual es jurídicamente inadmisible y limitaría 
las facultades de comprobación de la autoridad fiscal.(5) 
 
Juicio No. 23787/03-17-09-9/371/05-S2-09-02.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 2 de 
febrero de 2006, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Luis Carballo 
Balvanera.- Secretario: Lic. Oscar Elizarrarás Dorantes. 
 
(Tesis aprobada en sesión de 28 de marzo de 2006)  
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año VI. No. 68. Agosto 2006. p. 20  
 
 
 
 
 
 
V-TASR-XXV-1519 
 
FACULTAD EXCLUSIVA DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE GRANDES 
CONTRIBUYENTES.- LO ES CONOCER DEL RECURSO DE REVOCACIÓN 
INTERPUESTO EN CONTRA DE UNA RESOLUCIÓN MEDIANTE LA CUAL SE 
RESOLVIÓ LA CONSULTA FORMULADA EN MATERIA DE PRECIOS DE 
TRANSFERENCIA EN OPERACIONES CON PARTES RELACIONADAS, RELATIVA A 
LA METODOLOGÍA UTILIZADA EN LA DETERMINACIÓN DE PRECIOS O MONTOS 
DE CONTRAPRESTACIONES POR LOS SERVICIOS DE MAQUILA.- Si bien es verdad 
el artículo 26, fracción XIX del Reglamento Interior del Servicio de Administración 
Tributaria, prevé la facultad de que la Administración General Jurídica sea quien resuelva 
los recursos administrativos hechos valer contra actos o resoluciones de cualquier unidad 



administrativa del Servicio de Administración Tributaria, también resulta cierto que el 
diverso artículo 17, inciso A), fracción LVII, inciso B), fracción XV del propio Reglamento 
Interior en consulta prevé como facultad exclusiva de la Administración General de 
Grandes Contribuyentes tramitar y resolver los recursos administrativos de su 
competencia, entre los cuales se encuentran aquellos en tratándose de contribuyentes en 
materia de verificación de la determinación de deducciones autorizadas e ingresos 
acumulables en operaciones celebradas con partes relacionadas, luego entonces, el 
recurso de revocación interpuesto en contra de una resolución mediante la cual se 
resolvió la consulta formulada en materia de precios de transferencia en operaciones con 
partes relacionadas, relativa a la metodología utilizada en la determinación de precios o 
montos de contraprestaciones por los servicios de maquila, deberá ser resuelto por la 
Administración General de Grandes Contribuyentes, aun y cuando dicho medio de 
defensa haya sido presentado ante la Administración Local Jurídica de Mexicali, B.C., 
puesto que el artículo 120 del Código Fiscal de la Federación, es categórico en establecer 
que cuando un recurso de revocación se interponga ante una autoridad fiscal 
incompetente, ésta lo turnará a la que sea competente.  
 
Juicio No. 675/04-01-01-8.- Resuelto por la Sala Regional del Noroeste I del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 20 de octubre de 2004, por unanimidad de 
votos.- Magistrado Instructor: Martín Donis Vázquez.- Secretaria: Lic. Angélica Islas 
Hernández.  
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año V. No. 52. Abril 2005. p. 222  
 
 
 
 
 
V-TASR-XXV-843 
 
ADMINISTRACIONES LOCALES DE AUDITORÍA FISCAL.- CARECEN DE 
COMPETENCIA PARA VERIFICAR A CUALQUIER CONTRIBUYENTE, LA 
DETERMINACIÓN DE DEDUCCIONES AUTORIZADAS E INGRESOS ACUMULABLES 
EN OPERACIONES CELEBRADAS CON PARTES RELACIONADAS.- De conformidad 
con el artículo 21, apartado C, fracción VI del Reglamento Interior del Servicio de 
Administración Tributaria del 03 de diciembre de 1999, corresponde a las 
Administraciones Locales de Auditoría Fiscal, requerir a los contribuyentes, responsables 
solidarios y terceros con ellos relacionados, o a contadores públicos autorizados que 
hayan formulado dictámenes o declaratorias para efectos fiscales, para que exhiban y en 
su caso, proporcionen la contabilidad, declaraciones, avisos, datos, otros documentos e 
informes, y en el caso de dichos contadores también para que exhiban sus papeles de 
trabajo, a fin de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales en las materias 
de impuestos federales; sin embargo, estas facultades no resultan aplicables tratándose 
de contribuyentes que determinen deducciones autorizadas e ingresos acumulables en 
operaciones celebradas con partes relacionadas, pues de conformidad a lo dispuesto en 
el artículo 13, primer párrafo, apartado A, fracción XXXI y apartado B, fracción XV del 
citado Reglamento Interior, la competencia para verificar a cualquier contribuyente, la 
determinación de deducciones autorizadas e ingresos acumulables en operaciones 
celebradas con partes relacionadas, es de competencia exclusiva de la Administración 
General de Grandes Contribuyentes. 
 



Juicio No. 1813/02-01-01-6.- Resuelto por la Sala Regional del Noroeste I del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el 22 de abril de 2003, por unanimidad de 
votos.- Magistrada Instructora: Lucelia M. Villanueva Olvera.- Secretario: Lic. Luis Antonio 
Sandoval Romero.  
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año III. No. 35. Noviembre 2003. p. 258  
 
 
 
 
 
V-J-SS-15 
 
ENAJENACIÓN DE ACCIONES ENTRE PARTES RELACIONADAS.- SE CAUSA EL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA SI EL MONTO DE LA OPERACIÓN ES EL VALOR 
CONTABLE DE LAS ACCIONES Y NO EL VALOR FISCAL.- De conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 64-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, cuando los 
contribuyentes personas morales celebren operaciones con partes relacionadas, están 
obligadas a determinar sus ingresos acumulables y deducciones autorizadas, 
considerando para estas operaciones los precios y montos de contraprestaciones que 
hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables. En 
caso contrario, las autoridades fiscales podrán determinar presuntivamente ingresos 
acumulables y deducciones autorizadas de los contribuyentes, determinando el monto de 
la contraprestación de esas operaciones, considerando los precios y contraprestaciones 
que hubieran utilizado partes independientes en operaciones comparables, conforme a las 
reglas de dicho numeral. Ahora bien, cuando el propietario de acciones (persona física) 
pertenecientes a una empresa controlada, enajena éstas a la empresa controladora, como 
consecuencia de una reestructuración corporativa en la que el dueño de las acciones 
objeto material de la operación, ahora es socio de la controladora y a su vez ésta es 
accionista de la subsidiaria, con la autorización de las autoridades fiscales competentes, 
quienes condicionan dicha operación sin ejercer las facultades de determinación 
presuntiva, a que el monto de la misma sea el valor fiscal y no el valor contable de las 
acciones, las partes involucradas deben cumplir estrictamente dicha condición, pues de 
ese modo no se obtiene ganancia acumulable que cause el impuesto sobre la renta. En 
consecuencia, si la empresa controladora (adquirente) además de expedir acciones 
representativas del capital social de la empresa por el pago a costo fiscal de la 
enajenación, expide títulos (acciones) a favor del enajenante, con valor equivalente a la 
diferencia entre el costo fiscal y el valor contable de las acciones objeto de enajenación, 
resulta válido presumir la existencia de una ganancia por enajenación de acciones que sí 
causa el impuesto sobre la renta, máxime si no se demuestra que dicha ganancia tenga 
un origen distinto al que se analiza, por lo que es fundada la determinación presuntiva que 
realice la autoridad fiscalizadora con motivo de la venta de acciones. (1) 
 
Contradicción de sentencias No. 100(14)165/98/8056/98/8043/98-11-03-1/99-S1-05-
04/99-PL-10-01.- Resuelta por el Pleno de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 12 de junio de 2002, con un quórum de 11 
Magistrados. 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada en sesión de 12 de junio de 2002)  
 
R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año II. No. 22. Octubre 2002. p. 7  
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Época: Décima Época 
Registro: 2017885 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: I.4o.A.121 A (10a.)  
DECLARACIÓN INFORMATIVA A QUE SE REFIERE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 
76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA VALIDEZ DE LA REGLA 
3.9.16. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, CONTENIDA EN SU 
PRIMERA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES, QUE AMPLÍA Y DESCRIBE EL TIPO 
DE INFORMACIÓN QUE AQUÉLLA DEBE INCLUIR, SE JUSTIFICA Y ENCUENTRA 
RACIONALIDAD EN EL EJERCICIO DE LA DISCRECIONALIDAD REGULATORIA 
DESARROLLADA POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, SIN QUE 
LE SEAN APLICABLES LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
El artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en el contexto del Estado 
regulador, otorga al Servicio de Administración Tributaria, mediante una cláusula 
habilitante, la facultad de establecer reglas de carácter general para la presentación de las 
declaraciones informativas (maestra de partes relacionadas, local de partes relacionadas 
y país por país del grupo empresarial multinacional) a que aluden las fracciones I, II y III 
del propio precepto. Es así que dicho órgano podrá solicitar información conducente y 
relacionada con los fines y propósitos ahí propuestos, e incluirá los medios y formatos 
correspondientes. En ese sentido, la regla 3.9.16. de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2017, contenida en su primera resolución de modificaciones, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 15 de mayo de 2017, que amplía y describe el tipo de 
información que debe incluir la declaración informativa a que se refiere la fracción II del 
precepto mencionado, no debe someterse a las exigencias o límites de los principios de 
reserva de ley ni de subordinación jerárquica, ya que éstos, al estar sujetos al principio de 
legalidad como restricciones, son exclusivos de la facultad reglamentaria del Presidente 
de la República –acotada por la propia ley– y distintos de los que aplican en el modelo de 
Estado regulador, como sucede con el Servicio de Administración Tributaria, donde la 
norma habilitante señala fines o propósitos y reserva al ente elegir u organizar los medios 
más eficientes para lograrlos, con base en ciertos márgenes de discrecionalidad, por ser 
un órgano especializado, cuya encomienda institucional consiste en regular técnicamente 
ciertas actividades económicas o sectores sociales de manera independiente, a través de 
todos los medios razonables para alcanzar su finalidad. Ello encuentra explicación, en 
razón de que ante el modelo de Estado regulador, los poderes clásicos no podrían 
reclamar la titularidad exclusiva de la función jurídica que tenían asignada; de ahí que los 
órganos reguladores no pueden ser acusados de usurpar alguna de esas funciones. Por 
el contrario, éstos son titulares de competencias mixtas (cuasi legislativas, cuasi 
jurisdiccionales y cuasi ejecutivas), precisa y exclusivamente para el cumplimiento de una 



función regulatoria técnica en el sector de su competencia, en armonía y como 
complemento a las funciones de los poderes clásicos, ya que la división funcional clásica 
de atribuciones no opera de manera tajante y rígida, identificada con los órganos que la 
ejercen, sino que se estructura con la finalidad de establecer un adecuado equilibrio de 
fuerzas, potestades y capacidades especializadas, mediante un régimen de cooperación y 
coordinación que funciona como medio de control recíproco y limitado, a fin de evitar la 
arbitrariedad en el ejercicio del poder público y garantizar la unidad, establecimiento y 
preservación del Estado de derecho. Por tanto, la validez de la regla 3.9.16. citada se 
justifica y encuentra racionalidad en el ejercicio de la discrecionalidad regulatoria 
desarrollada por el Servicio de Administración Tributaria, al no desbordar los fines y 
propósitos de la norma habilitante. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 39/2018. Pfizer, S.A. de C.V. 24 de marzo de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Oswaldo Iván de León Carrillo. 
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Registro: 2016257  
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Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 51, Febrero de 2018, Tomo III  
Materia(s): Administrativa  
Tesis: I.1o.A.191 A (10a.)  
Página: 1518  
OPERACIONES CON PARTES RELACIONADAS EN EL TERRITORIO NACIONAL. EL 
ARTÍCULO 217 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, AL ESTABLECER 
QUE LOS AJUSTES DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA RESPECTO DE 
OPERACIONES CELEBRADAS CON PARTES RELACIONADAS EN EL 
EXTRANJERO, PUEDEN LLEVARSE A CABO MEDIANTE DECLARACIÓN 
COMPLEMENTARIA, LES ES INAPLICABLE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2004). El 
artículo 86, fracción XV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2004, prevé la 
obligación a cargo de los contribuyentes que celebren operaciones con partes 
relacionadas en el territorio nacional, de calcular sus ingresos acumulables y deducciones 
autorizadas, considerando los precios y montos de las contraprestaciones que hubieran 
utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables, por lo que su 
cumplimiento está vinculado con dos elementos esenciales del tributo: la base gravable y 
la época de pago. Por otra parte, en términos del artículo 5o. del Código Fiscal de la 
Federación, las disposiciones que rigen ese tipo de operaciones son de estricta 
interpretación. Por tanto, el artículo 217 de la ley mencionada, al establecer que los 
ajustes de precios de transferencia respecto de operaciones celebradas con partes 
relacionadas en el extranjero, pueden llevarse a cabo mediante declaración 
complementaria, es inaplicable a las celebradas entre connacionales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 



 
Amparo directo 402/2017. Pensiones BBVA Bancomer, S.A. de C.V. Grupo Financiero 
BBVA Bancomer. 5 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzon 
Sevilla. Secretaria: Ana Margarita Mejía García. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 42, Mayo de 2017, Tomo I  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: 2a./J. 49/2017 (10a.)  
Página: 585  
DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-
A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2016, POR SÍ MISMO NO DA LUGAR A UN ACTUAR ARBITRARIO DE LA 
AUTORIDAD HACENDARIA. Los contribuyentes obligados y la autoridad fiscal deben 
observar lo que el precepto citado dispone, en tanto aquéllos deben proporcionar a ésta la 
información correspondiente en las declaraciones maestra, local y país por país, según se 
trate, en torno a las operaciones que efectúen con sus partes relacionadas, mientras 
dicha autoridad tiene el deber de recibir esa información o de recabar la adicional (de ser 
el caso), conforme a los parámetros establecidos en el propio dispositivo. En ese sentido, 
el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, por sí mismo, 
no da lugar a la emisión de actos arbitrarios y, por ende, no viola el derecho a la 
seguridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque constriñe a la autoridad hacendaria a actuar dentro de 
los límites fijados para la presentación de las declaraciones informativas de partes 
relacionadas, esto es, en lo que respecta a la información vinculada con las referidas 
operaciones realizadas por los contribuyentes obligados. Ahora, en caso de que se 
descubran irregularidades en el cumplimiento de la obligación fiscal sustantiva con motivo 
de la información proporcionada a través de las declaraciones aludidas, tampoco quedará 
margen a la actuación arbitraria de la autoridad mencionada, porque además de que la 
revisión de la información no constituye un acto de molestia para el contribuyente, en caso 
de que aquélla decida ejercer en un momento posterior sus facultades de comprobación, 
deberá hacerlo conforme a lo previsto, entre otros, en los artículos 38, 42, 46 y 53-B del 
Código Fiscal de la Federación. 
 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 



Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y 
otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de 
consideraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco. 
 
Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 49/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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Página: 586  
DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-
A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2016, PREVÉ UNA OBLIGACIÓN DE NATURALEZA FORMAL, QUE NO 
CONSTITUYE UN ACTO DE MOLESTIA NI ENTRAÑA EL EJERCICIO DE 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. El precepto citado establece que los 
contribuyentes señalados en el artículo 32-H, fracciones I, II, III y IV, del Código Fiscal de 
la Federación que celebren operaciones con partes relacionadas, deberán proporcionar a 



las autoridades fiscales, a más tardar el 31 de diciembre del año inmediato posterior al 
ejercicio fiscal de que se trate, las declaraciones anuales informativas de partes 
relacionadas denominadas maestra, local y país por país, en las que se deberá contener 
la información que en cada caso se especifica. Ahora bien, a través de la obligación 
aludida se provee a las autoridades fiscales de información vinculada con las operaciones 
realizadas entre partes relacionadas en materia de precios de transferencia, a efecto de 
identificar conductas que pudieran implicar un riesgo de elusión o evasión fiscal, mejorar 
el intercambio de información con autoridades de esa misma naturaleza a nivel 
internacional y efectuar análisis económicos y estadísticos, sin que ello implique verificar 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias relacionadas con el pago de 
contribuciones. Conforme a lo anterior, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 
de noviembre de 2015 contiene una obligación: a) De carácter formal, en tanto no 
trasciende al núcleo de la obligación sustantiva de pago del impuesto sobre la renta, pues 
sólo conmina a los sujetos obligados a entregar la información respectiva mediante la 
presentación de las declaraciones aludidas; b) Que no constituye un acto de molestia, 
porque no restringe provisional ni precautoriamente derecho alguno de los contribuyentes; 
y c) Que no entraña el ejercicio de facultades de comprobación por parte de la autoridad 
hacendaria, porque si bien exige la entrega de determinada información para alcanzar los 
propósitos mencionados, no tiende a desarrollar un procedimiento de investigación en 
torno a la situación fiscal del contribuyente, dentro del cual pudiera emanar algún acto o 
resolución que debiera notificársele conforme a la ley. En consecuencia, para la 
presentación de las declaraciones informativas de referencia, es innecesario que el citado 
artículo 76-A prevea la existencia de un mandamiento previo, expedido por la autoridad 
competente que funde y motive la causa legal de procedimiento, ya que a la obligación 
formal que establece no le son aplicables esos requisitos contenidos en el artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y 
otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de 
consideraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco. 
 
Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 



Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 48/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-
A, ÚLTIMO PÁRRAFO (PRIMERA PARTE), DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, AL PREVER UNA 
CLÁUSULA HABILITANTE NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y 
SEGURIDAD JURÍDICA. La porción normativa citada dispone que el Servicio de 
Administración Tributaria establecerá reglas de carácter general para la presentación de 
las declaraciones referidas en las fracciones I, II y III del propio precepto, a través de las 
cuales podrá solicitar información adicional. Ahora bien, de la lectura integral del artículo 
citado, se advierte que la referida información (adicional), debe estar relacionada con las 
operaciones que el contribuyente obligado efectúe con sus partes relacionadas, la cual 
debe estar vinculada con la información que se detalla para cada una de las 
declaraciones a que se refieren las citadas fracciones, esto es, con las declaraciones 
informativas de partes relacionadas denominadas maestra, local y país por país, en 
materia de precios de transferencia. Ello se corrobora con la exposición de motivos de la 
iniciativa de ley que dio lugar al precepto en estudio, en la cual se señaló que los países 
integrantes de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y 
los miembros del G20, incluido México, han acordado implementar nuevos estándares 
relativos a la documentación e información solicitada en materia de precios de 
transferencia, a fin de aumentar la transparencia para las administraciones tributarias, de 
modo que puedan desarrollar una evaluación de riesgos tributarios eficiente y robusta, 
que permita enfrentar de manera eficaz la erosión de la base gravable a través del 



traslado de utilidades. De lo anterior se sigue que el artículo 76-A, último párrafo (primera 
parte), de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, al prever la cláusula 
habilitante de referencia, no viola los principios de legalidad y seguridad jurídica, porque 
establece una base mínima a partir de la cual la autoridad administrativa deberá regular la 
materia a desarrollar en torno a la información adicional que podrá solicitar en lo referente 
a las declaraciones informativas de partes relacionadas. 
 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna 
Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros. 
 
Tesis de jurisprudencia 50/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. LA OBLIGACIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, ATIENDE A LOS COMPROMISOS 
INTERNACIONALES ASUMIDOS POR EL ESTADO MEXICANO. La Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) -a la cual México se adhirió el 18 de 
mayo de 1994-, tiene como misión promover políticas para mejorar el bienestar 
económico y social de las personas alrededor del mundo, por lo que se ha interesado en 
la cooperación y asistencia mutua. Por ello, sus Estados miembros celebraron con los del 
Consejo de Europa, la Convención Multilateral sobre Asistencia Administrativa Mutua en 
Materia Fiscal (Estrasburgo, 25 de enero de 1988), con la finalidad, entre otros aspectos, 
de mejorar la obtención y el intercambio de información bajo altos estándares de 
confidencialidad y protección de datos personales, ante la necesidad de dotar a las 
administraciones tributarias de medios adecuados para verificar el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias. Asimismo, la OCDE y los países miembros del G20 (principal foro 
de coordinación de políticas macroeconómicas entre las 20 economías más importantes 
del mundo, que incluye las perspectivas tanto de países desarrollados, como de 
economías emergentes como la mexicana), decidieron aplicar el Plan de Acción contra la 
Erosión de la Base Gravable y el Traslado de Beneficios (o Plan de Acción BEPS por sus 
siglas en inglés -Base Erotion and Profit Shifting-), cuyo objetivo es asegurar que los 
grupos empresariales tributen en el lugar en que se realizan las actividades económicas 
que les producen beneficios y en donde se genera el ingreso respectivo. La acción 13 de 
dicho Plan prevé una serie de recomendaciones y modelos estandarizados en materia de 
precios de transferencia (archivo maestro, archivo local e informe país por país), a fin de 
aumentar y fortalecer la transparencia ante las administraciones tributarias, de modo que 
puedan desarrollar una evaluación de riesgos eficiente y robusta que permita enfrentar de 
manera eficaz la erosión de la base gravable y el traslado de utilidades a otras 
jurisdicciones de baja o nula imposición. De lo anterior se advierte que el artículo 76-A de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, en el cual se establece la obligación 
de proporcionar a las autoridades fiscales las declaraciones anuales informativas de 
partes relacionadas (maestra, local y país por país), responde -entre otras razones- al 
compromiso de México como miembro de la OCDE e integrante del G20, de participar y 
poner en práctica en su legislación interna los acuerdos alcanzados a nivel internacional, 
a efecto de identificar prácticas y estrategias fiscales de empresas multinacionales, 
permitiendo que la autoridad hacendaria actúe, de ser el caso, anticipadamente a actos 
de elusión y evasión fiscal. 
 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 



 
Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y 
otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de 
consideraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco. 
 
Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 46/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. LAS 
AUTORIDADES FISCALES Y SU PERSONAL DEBEN MANTENER EN RESGUARDO Y 
CONFIDENCIALIDAD LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR 
DEL 1 DE ENERO DE 2016. El artículo 69 del Código Fiscal de la Federación impone al 
personal oficial que intervenga en los diversos trámites relativos a la aplicación de las 



disposiciones tributarias, la obligación de guardar absoluta reserva en lo concerniente a 
las declaraciones y datos suministrados por los contribuyentes o por terceros con ellos 
relacionados. Asimismo, detalla que la referida reserva no comprenderá -entre otros 
supuestos- los casos que señalen las leyes fiscales y aquellos en que deban 
suministrarse datos a los funcionarios encargados de la administración y de la defensa de 
los intereses fiscales federales, y precisa que mediante tratado internacional en vigor del 
que México sea parte, el cual contenga disposiciones de intercambio recíproco de 
información, ésta podrá suministrarse a las autoridades fiscales extranjeras, siendo que 
dicha información únicamente podrá utilizarse para fines distintos a los fiscales cuando así 
lo establezca el propio tratado y las autoridades fiscales lo autoricen. Ahora bien, esas 
excepciones no contradicen la confidencialidad que debe tenerse con la información 
proporcionada a través de las declaraciones informativas de partes relacionadas a que se 
refiere el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, ya 
que, por el contrario, robustecen la finalidad toral de su creación y de las razones por las 
que el Gobierno Mexicano firmó el inicio de su participación ante la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y los diversos instrumentos jurídicos 
derivados de esa incorporación. Al respecto, dicha organización internacional ha 
implementado instrumentos para el intercambio de información entre las autoridades 
tributarias de las diferentes jurisdicciones con la finalidad de evitar la evasión y elusión de 
impuestos, como es el caso del Acuerdo sobre Intercambio de Información en Materia 
Tributaria, a través del cual persigue ese objetivo, pero también especifica que cualquier 
información recibida por un Estado contratante deberá tratarse como confidencial, y sólo 
podrá comunicarse a personas o autoridades (incluidos tribunales y órganos 
administrativos), encargados de la gestión, determinación, liquidación, recaudación y 
administración de los impuestos objeto de dicho acuerdo. En ese contexto, de 
conformidad con instrumentos internacionales como el aludido y la legislación interna del 
Estado mexicano, es patente la obligación a cargo de las autoridades fiscales y de su 
personal, en su respectivo ámbito competencial, de mantener en resguardo y 
confidencialidad la información proporcionada con motivo del cumplimiento de la 
obligación establecida en el artículo 76-A aludido. 
 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 781/2016. Goodyear Servicios Comerciales, S. de R.L. de C.V. y 
otras. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de 
consideraciones. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza 
Polanco. 
 
Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 



Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 51/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del tres de mayo de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 15 de mayo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. A LA 
OBLIGACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2016, NO LE SON 
APLICABLES LAS REGLAS Y PRINCIPIOS DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR. Para aplicar las reglas y principios del derecho penal al derecho 
administrativo, debe existir identidad en la naturaleza de las normas de una y otra 
materias, de manera que ambas deben imponer una consecuencia frente a una conducta 
antijurídica. Concretamente, la norma administrativa de que se trate debe formar parte del 
régimen de infracciones administrativas, para que le sean aplicables las reglas y principios 
del derecho administrativo sancionador, el cual es consecuencia de la potestad punitiva 
del Estado, entendida como la facultad que éste tiene de imponer penas y medidas de 
seguridad ante la comisión de ilícitos. En ese contexto, al artículo 76-A de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de noviembre de 2015, no le son aplicables esas reglas y principios, 
como el de presunción de inocencia y de no autoincriminación, porque sólo prevé una 
obligación formal consistente en presentar las declaraciones informativas de partes 
relacionadas denominadas maestra, local y país por país, sin constituir una medida que 
suponga una sanción, pues no forma parte del régimen de infracciones administrativas. 



 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-
A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2016, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DEL 
DOMICILIO. A través de la obligación aludida se provee a las autoridades fiscales de 
información vinculada con las operaciones realizadas entre partes relacionadas en 
materia de precios de transferencia, a efecto de identificar conductas que pudieran 
implicar un riesgo de elusión o evasión fiscal, mejorar el intercambio de información con 
autoridades de esa misma naturaleza a nivel internacional y efectuar análisis económicos 
y estadísticos, sin que ello implique verificar el cumplimiento de las obligaciones tributarias 
relacionadas con el pago de contribuciones; en ese sentido, no implica el ejercicio de 
facultades de comprobación por parte de la autoridad hacendaria, porque si bien exige la 
entrega de la información respectiva para alcanzar los propósitos señalados, no tiende a 
desarrollar un procedimiento de investigación en torno a la situación fiscal del 
contribuyente, dentro del cual pudiera emanar algún acto o resolución que debiera 
notificársele conforme a la ley. En consecuencia, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de noviembre de 2015, no transgrede el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio reconocido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque no permite a la autoridad fiscal irrumpir en el ámbito espacial en el que 
se desarrolla la vida privada de las personas. 
 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 



Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-
A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2016, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE TERRITORIALIDAD DE LAS LEYES. El 
precepto citado atiende a las características y estructura de los grupos empresariales que 
funcionan bajo un control común, por lo cual, toma en consideración que las operaciones 
realizadas al interior de aquéllos, constituyen el reflejo de la actividad comercial propia del 
contribuyente obligado. En ese sentido, en tanto la norma exige entregar información que 
involucra la estructura, actividades o situación financiera y fiscal de terceros no residentes 
en México o sin establecimiento permanente en el país, no implica que se extienda a un 
ámbito espacial de validez ajeno al territorio nacional, pues no debe perderse de vista que 
las personas morales sujetas a la ley nacional, se ven incididas por la situación jurídica de 
aquéllos o por las operaciones y actividades que tienen en común, lo cual hace que los 
efectos y consecuencias respectivos pasen a formar parte, en alguna medida o grado, de 
su propia esfera jurídica. Por consiguiente, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 
de noviembre de 2015, al prever la obligación formal de presentar las declaraciones 
informativas de partes relacionadas (maestra, local y país por país), no viola el principio 
de territorialidad de las leyes inmerso en el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (derecho a la legalidad), porque sólo obliga a las personas 
morales residentes en territorio nacional o con establecimiento permanente en México que 
se ubican en esa peculiar situación debido a su pertenencia a un grupo empresarial 
multinacional, sin vincular a quienes se encuentran fuera de la jurisdicción del Estado 
mexicano, ni provocar efecto extraterritorial alguno. 
 



Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 954/2016. Comercializadora Milenio, S.A. de C.V. 15 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna 
Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. EL ARTÍCULO 76-
A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2016, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y 
PROPORCIONALIDAD JURÍDICA. Si se toman en cuenta los conceptos legales de 
"partes relacionadas", "establecimiento permanente" y "control sobre una empresa" 
(artículos 26, fracción X, del Código Fiscal de la Federación, 28, fracción XXXI, y 179 de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta), así como los principios de "plena competencia" y 
"gestión empresarial prudente" (Directrices de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos, aplicables en materia de precios de transferencia a empresas 
multinacionales y administraciones tributarias), se observa que la información exigida en 
las declaraciones informativas de partes relacionadas (maestra, local y país por país), 



tiene el propósito de transparentar las operaciones de los grupos multinacionales ante la 
autoridad hacendaria, a efecto de que ésta pueda detectar o descartar la presencia de 
una conducta elusiva o evasiva en materia fiscal y, en su caso, evaluar en qué casos 
ejercerá sus facultades de comprobación, tomando en consideración que los sujetos 
obligados cuentan con la información perteneciente a otra empresa del grupo, en tanto 
participan en cierta medida en su administración, control o capital, y que la conservación 
de la documentación respectiva es necesaria para adoptar decisiones en torno a las 
operaciones que se celebran, así como para demostrar que los precios o 
contraprestaciones pactados entre partes relacionadas, se llevan a cabo conforme a la 
normatividad aplicable. En esas condiciones, el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
18 de noviembre de 2015, al obligar a presentar las declaraciones de referencia, no viola 
los principios de razonabilidad y proporcionalidad jurídica, porque en tanto la información 
exigida al contribuyente a través de aquéllas está estrechamente vinculada con la que 
debe tomar en cuenta al momento de celebrar operaciones con empresas del grupo, ello 
implica que su obtención no amerita costos y cargas desproporcionadas, ni requiere de 
una búsqueda exhaustiva que haga imposible el cumplimiento de la obligación señalada. 
Además, no se sobrepasan los estándares de razonabilidad, porque la información que 
deben contener las referidas declaraciones se relaciona con la atribución de la autoridad 
fiscal de verificar que las contraprestaciones pactadas entre partes relacionadas se lleven 
a cabo conforme al principio de plena competencia, lo que le permitirá identificar posibles 
riesgos de elusión o evasión fiscal en materia de precios de transferencia. 
 
Amparo en revisión 1000/2016. Ryder de México, S. de R.L. de C.V. y otras. 8 de febrero 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 1086/2016. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y otras. 22 de 
febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
Margarita Beatriz Luna Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Margarita Beatriz Luna 
Ramos emitió su voto en contra de consideraciones. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Joel 
Isaac Rangel Agüeros.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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DECLARACIONES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIONADAS. ES 
IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA EL ACUERDO 
MULTILATERAL ENTRE AUTORIDADES COMPETENTES SOBRE EL INTERCAMBIO 
DE REPORTES PAÍS POR PAÍS, EN TANTO NO CONTIENE SUPUESTOS 
NORMATIVOS APLICABLES DIRECTAMENTE A LOS CONTRIBUYENTES. El acuerdo 
referido (Multilateral Competent Authority Agreement on the Exchange of Country by 
Country Reports, en su locución en inglés), tiene como objetivo establecer las bases y los 
procedimientos para aumentar la transparencia de la información fiscal entre los Estados 
firmantes (incluido México), así como mejorar el acceso de sus respectivas autoridades 
hacendarias a la información relativa a la distribución mundial de las rentas, los impuestos 
pagados y ciertos indicadores sobre los grupos de empresas multinacionales, cuyas 
actividades se proyectan en diversas jurisdicciones. Asimismo, dicho acuerdo señala que 
la autoridad competente de cada Estado parte, se compromete a intercambiar anualmente 
y de forma automática, la información relacionada con dichos grupos de empresas, a fin 
de evaluar riesgos de alto nivel en materia de precios de transferencia y otros riesgos 
relacionados con la erosión de la base gravable y el traslado de utilidades, además de 
establecer qué información materia de intercambio estará sujeta a las normas de 
confidencialidad y a otras medidas de protección previstas en la Convención Multilateral 
sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (Estrasburgo, 25 de enero de 
1988). De lo anterior se observa que el acuerdo señalado es un instrumento en el cual los 
Estados firmantes plasmaron diversos compromisos para el intercambio de información 
respecto de grupos de empresas que desarrollan su actividad económica en diversas 
jurisdicciones, de manera que los sujetos vinculados a su cumplimiento no son 
directamente los contribuyentes, sino exclusivamente los Estados signatarios, así como 
las autoridades competentes correspondientes. Por consiguiente, respecto del acuerdo 
multilateral mencionado se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XXIII, en relación con los diversos 77 y 78, todos de la Ley de Amparo, ya que no 
podrían concretarse los efectos de un eventual amparo concedido en su contra, en la 
medida en que no es posible inaplicar una norma general que no tiene como destinatario 
inmediato al contribuyente quejoso, tomando en cuenta que la sentencia protectora no 
podría liberar al Estado mexicano o a las autoridades competentes -quienes no tienen el 
carácter de quejosos- de las obligaciones que les impone el referido instrumento 
internacional, pues un efecto expansivo como ése sería contrario al principio de relatividad 
de las sentencias de amparo. 
 
Amparo en revisión 782/2016. Contecon Manzanillo, S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 



 
Amparo en revisión 927/2016. Controladora Bunge, S.A. de C.V. y otras. 22 de marzo de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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RENTA. LA PROHIBICIÓN PARA DEDUCIR INTERESES, EN TÉRMINOS DE LOS 
ARTÍCULOS 32, FRACCIÓN XXVI Y 215 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE EN 2005, SE ACTUALIZA SÓLO CUANDO EL ENDEUDAMIENTO 
PROVENGA DE UNA ENTIDAD EXTRANJERA. De la interpretación de los citados 
preceptos que se refieren a la no deducibilidad de los intereses derivados de las deudas 
que tenga el contribuyente en exceso en relación con su capital, provenientes de capitales 
tomados en préstamo otorgados por una o más personas consideradas partes 
relacionadas en términos del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o de una 
parte independiente residente en el extranjero, cuando el contribuyente sea una parte 
relacionada de una o más personas en términos del referido artículo 215, se concluye que 
para la actualización de esa prohibición es indispensable que el prestamista resida en el 
extranjero. Ello es así, pues tratándose de personas relacionadas residentes en el país, el 
prestamista podrá deducir los intereses generados a su cargo, ya que el prestatario 
deberá considerar como ingreso acumulable su importe total; mientras que tratándose de 
adeudos celebrados con prestatarios residentes en el extranjero, el prestamista no podrá 
deducir los intereses derivados de la contraprestación en comento, en virtud de que el 
extranjero no se ubica en los alcances de la legislación tributaria mexicana; de ahí que el 
legislador, mediante las reglas de subcapitalización, ha buscado restringir la deducción de 
intereses derivados de deudas contraídas con prestamistas que son partes 
independientes residentes en el extranjero, cuando su monto excede en relación a su 
capital, pues con ello se evita reubicar en otras empresas (residentes en otro país) 
utilidades o pérdidas, así como disminuir su base imponible, lo cual no se presenta 
tratándose de préstamos otorgados por partes independientes nacionales, ya que la 
deducción por la prestamista de los intereses a su cargo, tiene su contrapartida en el 
ingreso que el prestatario percibe de los intereses y que deberá considerar como 
acumulable para efectos del impuesto sobre la renta. 
 



Contradicción de tesis 28/2008-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Séptimo y Décimo Sexto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 16 de abril 
de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado Durán. 
 
Tesis de jurisprudencia 73/2008. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciséis de abril de dos mil ocho. 
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RENTA. EL PÁRRAFO OCTAVO DE LA FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 32 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO NO TRANSGREDE LA GARANTÍA DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA AL LIMITAR A LOS CONTRIBUYENTES QUE TIENEN PARTES 
RELACIONADAS A UTILIZAR SÓLO LOS MÉTODOS ESTABLECIDOS EN LAS 
FRACCIONES IV, V Y VI, DEL ARTÍCULO 216 DE LA PROPIA LEY, PARA 
DETERMINAR PRECIOS POR OPERACIONES COMPARABLES. El citado precepto al 
disponer que cuando un contribuyente que sea parte relacionada de una o más personas 
en términos del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, obtenga créditos de 
una parte independiente, no se considerará dicho crédito para determinar el límite de las 
deudas respecto al capital contable, cuando el margen de utilidad que sea atribuible a las 
operaciones celebradas con sus partes relacionadas, resulte razonable, aplicando 
cualquiera de los métodos establecidos en las fracciones IV, V o VI del artículo 216 de la 
Ley citada, no transgrede el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es 
así, ya que si bien es cierto que de los artículos 216 y 215 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta se advierte que los métodos que prevé el precepto primeramente citado, a saber, 
de precio comparable no controlado, de precio de reventa, de costo adicionado, de 
partición de utilidades, residual de partición de utilidades y de márgenes transaccionales 
de utilidad de operación, están diseñados, en general, para que los contribuyentes del 
Título II de la misma Ley, que celebren operaciones con partes relacionadas residentes en 
el extranjero, determinen sus ingresos acumulables y deducciones autorizadas, 
considerando para esas operaciones los precios y montos de contraprestaciones que 
hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables, que 
son aquellas en las que no existen diferencias que afecten significativamente el precio o 
monto de la contraprestación o el margen de utilidad, y que cuando existan dichas 
diferencias, se eliminen mediante ajustes razonables, también lo es que los tres primeros 
métodos tienen como propósito obtener los precios y montos de las contraprestaciones, el 
precio de adquisición de un bien, de la prestación de un servicio o de la contraprestación 
de operaciones y el precio de venta de un bien, de la prestación de un servicio o de la 
contraprestación de cualquier operación, en tanto que los tres últimos giran en torno de la 



partición de utilidades, de lo residual de partición de utilidades y de los márgenes 
transaccionales de utilidad de las operaciones, lo que acredita que ninguno de los tres 
primeros métodos previstos en las fracciones I, II y III del referido artículo 216 podría 
aplicarse para obtener el margen de utilidad razonable a que se refiere el párrafo octavo 
de la fracción XXVI del artículo 32 de la Ley citada, pero sí en cambio explica la voluntad 
del legislador en aplicar al sistema de capitalización delgada los métodos de las 
fracciones IV, V y VI, pues son los idóneos para determinar ese margen de utilidad. 
 
Amparo en revisión 409/2006. American Tower Corporation de México, S. de R.L. de C.V. 
14 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: 
Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, José Alberto Tamayo 
Valenzuela y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1310/2006. Cinemex Aragón, S.A. de C.V. y otras. 14 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: Rolando Javier 
García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Jorge Luis Revilla de la Torre y Carmen 
Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1406/2006. Casa Mexicana del Pacífico, S. de R.L. de C.V. y otra. 14 
de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Luis 
Fernando Angulo Jacobo, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y 
Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 802/2006. GE Capital CEF México, S. de R.L. de C.V. y otras. 14 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Rosalía Argumosa López, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava 
Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1522/2006. Adidas Industrial, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Heriberto Pérez Reyes y Carmen 
Vergara López. 
 
Tesis de jurisprudencia 82/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veinticinco de abril de dos mil siete. 
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RENTA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 32 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO NO INFRINGE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA AL DAR EL MISMO TRATO A LAS DEUDAS CONTRATADAS CON 



PARTES RELACIONADAS EN EL EXTRANJERO, QUE A LAS OBTENIDAS DE 
PARTES INDEPENDIENTES RESIDENTES EN EL EXTRANJERO (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2005). El interés del legislador es que las 
deudas contratadas tanto con partes relacionadas como con partes independientes 
residentes en el extranjero, tengan como objetivo su inversión en los fines del negocio 
evitando perjuicios al fisco federal, consecuentemente, no puede estimarse inequitativa la 
regulación de dos esquemas de financiamiento internacional, aun cuando se afirme que 
las deudas contratadas con partes independientes residentes en el extranjero, "por 
naturaleza", se pactan a precios de mercado a diferencia de las realizadas entre partes 
relacionadas, que pueden pactarse a precios que no son de mercado, en virtud de que a 
través de la fracción XXVI del artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre la Renta se 
pretende evitar el sobreendeudamiento excesivo, con la finalidad de erosionar la base 
impositiva vía deducción de intereses derivados de los capitales tomados en préstamo en 
proporción mayor a la regla de 3 a 1, situación que se logra con el financiamiento que 
provenga tanto de partes relacionadas como de partes independientes residentes en el 
extranjero, de esta forma, los precios de mercado no son determinantes para establecer 
un trato inequitativo, al constituir sólo un medio para comprobar que los montos o precios 
de la contraprestación son los que se hubieran utilizado con o entre partes independientes 
en operaciones comparables. 
 
Amparo en revisión 409/2006. American Tower Corporation de México, S. de R.L. de C.V. 
14 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: 
Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, José Alberto Tamayo 
Valenzuela y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1310/2006. Cinemex Aragón, S.A. de C.V. y otras. 14 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: Rolando Javier 
García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Jorge Luis Revilla de la Torre y Carmen 
Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1406/2006. Casa Mexicana del Pacífico, S. de R.L. de C.V. y otra. 14 
de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Luis 
Fernando Angulo Jacobo, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y 
Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 802/2006. GE Capital CEF México, S. de R.L. de C.V. y otras. 14 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Rosalía Argumosa López, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava 
Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1522/2006. Adidas Industrial, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Heriberto Pérez Reyes y Carmen 
Vergara López. 
 
Tesis de jurisprudencia 79/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veinticinco de abril de dos mil siete. 
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RENTA. LA FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2005). El hecho de que el 
citado precepto establezca que no serán deducibles los intereses que se deriven de las 
deudas que tenga el contribuyente en exceso en relación con su capital, que provengan 
de capitales tomados en préstamo que hayan sido otorgados por una o más personas que 
se consideren partes relacionadas en términos del artículo 215 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta o de una parte independiente residente en el extranjero, cuando el 
contribuyente sea una parte relacionada de una o más personas en términos del referido 
artículo 215, no transgrede el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si los 
capitales provienen de partes relacionadas o de partes independientes con residencia en 
el extranjero, el artículo 32, fracción XXVI, de la Ley citada dispone para todos los 
contribuyentes las mismas reglas de capitalización delgada, dándoles un trato igualitario, 
ya que el acreedor sólo es uno de los elementos objetivos que establece el indicado 
artículo 32, fracción XXVI, para limitar o no autorizar la deducción de los intereses 
pagados por el contribuyente por deudas excesivas. 
 
Amparo en revisión 409/2006. American Tower Corporation de México, S. de R.L. de C.V. 
14 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: 
Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, José Alberto Tamayo 
Valenzuela y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1310/2006. Cinemex Aragón, S.A. de C.V. y otras. 14 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: Rolando Javier 
García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Jorge Luis Revilla de la Torre y Carmen 
Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1406/2006. Casa Mexicana del Pacífico, S. de R.L. de C.V. y otra. 14 
de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Luis 
Fernando Angulo Jacobo, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y 
Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 802/2006. GE Capital CEF México, S. de R.L. de C.V. y otras. 14 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Rosalía Argumosa López, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava 
Ramírez y Carmen Vergara López. 
 



Amparo en revisión 1522/2006. Adidas Industrial, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Heriberto Pérez Reyes y Carmen 
Vergara López. 
 
Tesis de jurisprudencia 77/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veinticinco de abril de dos mil siete. 
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RENTA. LA LIMITACIÓN DE LA DEDUCCIÓN DE LOS INTERESES ESTABLECIDA EN 
EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
OBEDECE A FINES EXTRAFISCALES DE CONTROL PARA EVITAR ELUSIÓN 
FISCAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2005). Del citado 
precepto se advierte que la limitación en la deducción de la parte de los intereses 
provenientes del endeudamiento excesivo de las empresas (3 a 1 el capital contable) con 
sus partes relacionadas residentes en el extranjero o con partes independientes cuando el 
contribuyente sea parte relacionada de otra residente en el extranjero, obedece a un fin 
extrafiscal como es el control financiero de las empresas al reubicar utilidades y pérdidas 
fiscales de una empresa a otra en jurisdicciones fuera de México, es decir, la mencionada 
limitación tiene como finalidad desalentar la práctica elusiva que reduce la recaudación 
tributaria, objetivo fundamentado en los artículos 25, 28 y 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 409/2006. American Tower Corporation de México, S. de R.L. de C.V. 
14 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: 
Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, José Alberto Tamayo 
Valenzuela y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1310/2006. Cinemex Aragón, S.A. de C.V. y otras. 14 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: Rolando Javier 
García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Jorge Luis Revilla de la Torre y Carmen 
Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1406/2006. Casa Mexicana del Pacífico, S. de R.L. de C.V. y otra. 14 
de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Luis 
Fernando Angulo Jacobo, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y 
Carmen Vergara López. 
 



Amparo en revisión 802/2006. GE Capital CEF México, S. de R.L. de C.V. y otras. 14 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Rosalía Argumosa López, Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava 
Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1522/2006. Adidas Industrial, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez, Heriberto Pérez Reyes y Carmen 
Vergara López. 
 
Tesis de jurisprudencia 76/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veinticinco de abril de dos mil siete. 
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RENTA. EL PÁRRAFO OCTAVO DE LA FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 32 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO NO TRANSGREDE LA GARANTÍA DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA AL LIMITAR A LOS CONTRIBUYENTES QUE TIENEN PARTES 
RELACIONADAS A UTILIZAR SÓLO LOS MÉTODOS ESTABLECIDOS EN LAS 
FRACCIONES IV, V Y VI, DEL ARTÍCULO 216 DE LA PROPIA LEY, PARA 
DETERMINAR PRECIOS POR OPERACIONES COMPARABLES. El citado precepto al 
disponer que cuando un contribuyente que sea parte relacionada de una o más personas 
en términos del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, obtenga créditos de 
una parte independiente, no se considerará dicho crédito para determinar el límite de las 
deudas respecto al capital contable, cuando el margen de utilidad que sea atribuible a las 
operaciones celebradas con sus partes relacionadas, resulte razonable, aplicando 
cualquiera de los métodos establecidos en las fracciones IV, V o VI del artículo 216 de la 
Ley citada, no transgrede el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es 
así, ya que si bien es cierto que de los artículos 216 y 215 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta se advierte que los métodos que prevé el precepto primeramente citado, a saber, 
de precio comparable no controlado, de precio de reventa, de costo adicionado, de 
partición de utilidades, residual de partición de utilidades y de márgenes transaccionales 
de utilidad de operación, están diseñados, en general, para que los contribuyentes del 
Título II de la misma Ley, que celebren operaciones con partes relacionadas residentes en 
el extranjero, determinen sus ingresos acumulables y deducciones autorizadas, 
considerando para esas operaciones los precios y montos de contraprestaciones que 
hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables, que 
son aquellas en las que no existen diferencias que afecten significativamente el precio o 
monto de la contraprestación o el margen de utilidad, y que cuando existan dichas 
diferencias, se eliminen mediante ajustes razonables, también lo es que los tres primeros 



métodos tienen como propósito obtener los precios y montos de las contraprestaciones, el 
precio de adquisición de un bien, de la prestación de un servicio o de la contraprestación 
de operaciones y el precio de venta de un bien, de la prestación de un servicio o de la 
contraprestación de cualquier operación, en tanto que los tres últimos giran en torno de la 
partición de utilidades, de lo residual de partición de utilidades y de los márgenes 
transaccionales de utilidad de las operaciones, lo que acredita que ninguno de los tres 
primeros métodos previstos en las fracciones I, II y III del referido artículo 216 podría 
aplicarse para obtener el margen de utilidad razonable a que se refiere el párrafo octavo 
de la fracción XXVI del artículo 32 de la Ley citada, pero sí en cambio explica la voluntad 
del legislador en aplicar al sistema de capitalización delgada los métodos de las 
fracciones IV, V y VI, pues son los idóneos para determinar ese margen de utilidad. 
 
Amparo en revisión 805/2006. Amb-acción San Martín Obispo 1, S. de R.L. de C.V. y 
coags. 21 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretarios: Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara 
López. 
 
Amparo en revisión 1423/2006. Fénix Athena, S. de R.L. de C.V. 21 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Rolando Javier García 
Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 470/2006. Norelec del Norte, S.A. de C.V. y otras. 21 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 862/2006. Gasoducto del Río, S.A. de C.V. y otras. 21 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1240/2006. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y coags. 21 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: 
Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Tesis de jurisprudencia 81/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciocho de abril de dos mil siete. 
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RENTA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 32 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO RELATIVO NO INFRINGE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA AL DAR EL MISMO TRATO A LAS DEUDAS CONTRATADAS CON 



PARTES RELACIONADAS EN EL EXTRANJERO, QUE A LAS OBTENIDAS DE 
PARTES INDEPENDIENTES RESIDENTES EN EL EXTRANJERO (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2005). El interés del legislador es que las 
deudas contratadas tanto con partes relacionadas como con partes independientes 
residentes en el extranjero, tengan como objetivo su inversión en los fines del negocio 
evitando perjuicios al fisco federal, consecuentemente, no puede estimarse inequitativa la 
regulación de dos esquemas de financiamiento internacional, aun cuando se afirme que 
las deudas contratadas con partes independientes residentes en el extranjero, "por 
naturaleza", se pactan a precios de mercado a diferencia de las realizadas entre partes 
relacionadas, que pueden pactarse a precios que no son de mercado, en virtud de que a 
través de la fracción XXVI del artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre la Renta se 
pretende evitar el sobreendeudamiento excesivo, con la finalidad de erosionar la base 
impositiva vía deducción de intereses derivados de los capitales tomados en préstamo en 
proporción mayor a la regla de 3 a 1, situación que se logra con el financiamiento que 
provenga tanto de partes relacionadas como de partes independientes residentes en el 
extranjero, de esta forma, los precios de mercado no son determinantes para establecer 
un trato inequitativo, al constituir sólo un medio para comprobar que los montos o precios 
de la contraprestación son los que se hubieran utilizado con o entre partes independientes 
en operaciones comparables. 
 
Amparo en revisión 805/2006. Amb-acción San Martín Obispo 1, S. de R.L. de C.V. y 
coags. 21 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretarios: Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara 
López. 
 
Amparo en revisión 1423/2006. Fénix Athena, S. de R.L. de C.V. 21 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Rolando Javier García 
Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 470/2006. Norelec del Norte, S.A. de C.V. y otras. 21 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 862/2006. Gasoducto del Río, S.A. de C.V. y otras. 21 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1240/2006. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y coags. 21 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: 
Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Tesis de jurisprudencia 78/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciocho de abril de dos mil siete. 
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RENTA. LA LIMITACIÓN DE LA DEDUCCIÓN DE LOS INTERESES ESTABLECIDA EN 
EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
OBEDECE A FINES EXTRAFISCALES DE CONTROL PARA EVITAR ELUSIÓN 
FISCAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2005). Del citado 
precepto se advierte que la limitación en la deducción de la parte de los intereses 
provenientes del endeudamiento excesivo de las empresas (3 a 1 el capital contable) con 
sus partes relacionadas residentes en el extranjero o con partes independientes cuando el 
contribuyente sea parte relacionada de otra residente en el extranjero, obedece a un fin 
extrafiscal como es el control financiero de las empresas al reubicar utilidades y pérdidas 
fiscales de una empresa a otra en jurisdicciones fuera de México, es decir, la mencionada 
limitación tiene como finalidad desalentar la práctica elusiva que reduce la recaudación 
tributaria, objetivo fundamentado en los artículos 25, 28 y 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 805/2006. Amb-acción San Martín Obispo 1, S. de R.L. de C.V. y 
coags. 21 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretarios: Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara 
López. 
 
Amparo en revisión 1423/2006. Fénix Athena, S. de R.L. de C.V. 21 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Rolando Javier García 
Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 470/2006. Norelec del Norte, S.A. de C.V. y otras. 21 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 862/2006. Gasoducto del Río, S.A. de C.V. y otras. 21 de febrero de 
2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Rolando 
Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 1240/2006. Telefónica Móviles México, S.A. de C.V. y coags. 21 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: 
Rolando Javier García Martínez, Verónica Nava Ramírez y Carmen Vergara López. 
 
Tesis de jurisprudencia 75/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dieciocho de abril de dos mil siete. 
 
 
 


